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Providencia:                                    Sentencia de 11 de abril de 2018
Radicación Nro. :

             66001-31-05-002-2015-00464-01
Proceso:

             Ordinario Laboral  

Demandante:

             Lucidia Castañeda Acevedo
Demandado:                                   Juan Darío Gil Gil
Juzgado de origen:
             Juzgado Segundo Laboral del Circuito
Magistrado Ponente:
             Julio César Salazar Muñoz

Temas:

1. EFECTOS DE LA CONCILIACIÓN EN MATERIA LABORAL - Señala el artículo 19 del C.P.T. y de la S.S. que en materia laboral las partes podrán intentar la conciliación en cualquier tiempo, antes o después de presentarse la demanda.
(…)

En cuanto a la controversia frente a los efectos de la conciliación suscrita entre las partes el 10 de agosto de 2015 ante la Inspección –fls.21, 90 y 105- del Trabajo y de la Seguridad Social de Pereira, es del caso señalar que la misma fue realizada sobre derechos ciertos e indiscutibles, como lo son el pago de las prestaciones sociales y vacaciones que se habían causado a favor de la señora Lucidia Castañeda Acevedo durante la vigencia del contrato de trabajo relacionado anteriormente, y teniendo en cuenta que, como lo definió la falladora de primer grado, existían saldos de derechos irrenunciables a favor de la trabajadora que no fueron debidamente liquidados, reconocidos y pagados en el acuerdo conciliatorio, no es posible dársele efectos de cosa juzgada como se explicó precedentemente.

2. DE LAS SANCIONES MORATORIAS - Respecto a la imposición de las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y en el 65 del C.S.T., considera la Sala que el comportamiento del señor Juan Dario Gil Gil no puede ubicarse en el plano de la buena fe, pues si bien aceptó que la señora Lucidia Castañeda Acevedo estuvo vinculada con él mediante un contrato de índole laboral, lo que en principio podría generar certidumbre de que no era su intención menoscabar los derechos de su trabajadora, lo cierto es que el hecho de querer hacer creer que la relación laboral había finalizado el 21 de diciembre de 2012 y que había vuelto a empezar el 1º de agosto de 2013 tenía como fin desconocer los derechos laborales que se habían generado a favor de la señora Castañeda Acevedo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, 14 de marzo de dos mil dieciocho, siendo las dos y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 25 de septiembre de 2017, dentro del proceso que promueve la señora LUCIDIA CASTAÑEDA ACEVEDO en contra de MARÍA HELENA GIL MUÑOZ y JUAN DARÍO GIL GIL, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2015-00464-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Solicita la señora Lucidia Castañeda Acevedo que la justicia laboral declare que entre ella y Helena Gil Muñoz y Juan Darío Gil Gil existió un contrato de trabajo entre el 1º de enero de 2010 y el 12 de julio de 2015 y con base en ello aspira que se les condene a cancelar las prestaciones sociales, vacaciones, tiempo suplementario, las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., los aportes a la seguridad social, lo que resulte probado ultra y extra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios a favor de los demandados como parrillera en el establecimiento de comercio “La Tasca Mexicana” entre el 1º de enero de 2010 y el 12 de julio de 2015, el cual finalizó por renuncia presentada por ella ante la falta de pago de las obligaciones por parte de sus empleadores; el servicio era prestado en horario de 4:00 pm a 11:00 pm; en audiencia de conciliación llevada a cabo en la oficina del trabajo el 10 de agosto de 2015, la señora María Helena Gil Muñoz se compromete a cancelar la suma de $1.496.139, sin embargo, la misma no fue pagada.
Al dar respuesta a la demanda –fls.56 a 77- el señor Juan Darío Gil Gil manifestó que entre él y la demandante existieron dos contratos de trabajo, el primero entre el 1º de enero de 2010 y el 21 de diciembre de 2012 cuando ella renunció para iniciar un negocio, y entre el mes de agosto de 2013 y el 12 de julio de 2015 cuando nuevamente renunció para hacer un viaje a Panamá. Indica que la señora María Helena Gil Muñoz no fue empleadora de la demandante, pues realmente fue una representante patronal, por ser empleada de confianza. El horario de trabajo era de domingos a jueves de 4:00 pm a 10:30 pm y viernes y sábado de 4:00 pm a 11:00 pm, teniendo libre un domingo cada quince días y relacionó el salario devengado en cada anualidad. Se opone a las pretensiones porque siempre le canceló las obligaciones laborales, así como las sumas que se comprometió a pagar en la conciliación. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Cosa Juzgada”, “Inexistencia de la obligación y falta de causa para pedir”, “Pago”, “Cobro de lo no debido”, “Cumplimiento del derecho y buena fe del demandado”, “Temeridad y mala fe de la parte demandante”, “Compensación”, “Prescripción” e “Innominada”.
Por su parte, la señora María Helena Gil Muñoz al contestar la demanda –fls.142 a 164- se pronunció en el mismo sentido que lo hizo el señor Gil Gil, oponiéndose también a las pretensiones y formulando adicionalmente a las mismas excepciones de fondo, la de “Falta de legitimación en la causa por pasiva”.
En sentencia de 25 de septiembre de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que en el proceso no quedó demostrado que el contrato de trabajo iniciado el 1º de enero de 2010 hubiese finalizado en un primer momento el 21 de diciembre de 2012, motivo por el que declaró la existencia de un solo contrato de trabajo a término fijo entre el 1º de enero de 2010 y el 12 de julio de 2015, entre la señora Lucidia Castañeda Acevedo y el señor Juan Darío Gil Gil.
Posteriormente manifestó que la conciliación cuando se trata de derechos ciertos e indiscutibles no hace tránsito a cosa juzgada, por lo que es deber del operador judicial corroborar que se le hayan cancelado debidamente los derechos al trabajador; por lo que después de hacer los respectivos cálculos y restarle las sumas canceladas por el empleador, lo condenó a cancelar por concepto de cesantías la suma de $1.434.806, $138.771 por concepto de intereses a las cesantías, $517.780 por concepto de primas y $771.389 por concepto de vacaciones; señalando previamente que todos los derechos causados con anterioridad al 24 de agosto de 2012 se encontraban cobijados por el fenómeno de la prescripción.

Igualmente condenó al demandado a cancelar los aportes al sistema general de pensiones en la administradora de elección de la demandante, teniendo como base salarial el mínimo legal mensual vigente.
En lo que concierne a las sanciones moratorias concluyó que el hecho de que se le adeudaran prestaciones sociales y vacaciones no tenía ninguna justificación, motivo por el que condenó al señor Gil Gil a cancelar la suma de $16.913.284 por la ausencia de consignación de las cesantías y la suma de $17.032.054 por la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., liquidada parcialmente entre el 13 de julio de 2015 y el 25 de septiembre de 2017.
Indicó que no había prueba en el plenario del trabajo suplementario efectuado por la señora Castañeda Acevedo como empleada del señor Juan Darío Gil Gil, razón por la que lo exoneró del pago de las mismas.

Finalmente declaró probada la excepción de mérito de falta de legitimación en la causa por pasiva propuesta por la señora María Helena Gil Muñoz.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial del señor Juan Darío Gil Gil interpuso recurso de apelación señalando que considera que la falladora de primera instancia pasó por alto lo dicho por los testigos escuchados en el proceso, cuando manifestaron que la señora Lucidia Castañeda Acevedo había dejado de prestar sus servicios durante una época con el señor Juan Darío Gil Gil, situación que permite dar por demostrado que, tal y como se indicó desde la contestación de la demanda, en este caso se presentaron dos contratos de trabajo a término fijo, el primero entre el 1º de enero de 2010 y el 21 de diciembre de 2012 y el segundo entre el 1º de agosto de 2013 y el 12 de julio de 2015.

Igualmente sostiene que la conciliación a que llegaron las partes frente a los derechos de la señora Lucidia Castañeda Acevedo hizo tránsito a cosa juzgada, razón por la que no había lugar a iniciar un proceso en aras de obtener el pago de esas obligaciones laborales.

Sostiene que no puede condenársele a reconocer y pagar las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., pues en el plenario quedó acreditado que su comportamiento frente a la señora Lucidia Castañeda Acevedo fue de buena fe, por cuanto en ningún momento ha desconocido el tipo de relación contractual que tuvo con ella en aras de desconocer sus derechos, al punto de aceptar en la audiencia de conciliación que se le adeudaban algunos rubros por concepto de prestaciones sociales y vacaciones. 
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Existieron entre la señora Lucidia Castañeda Acevedo y el señor Juan Darío Gil Gil dos contratos de trabajo entre las fechas que señala en la sustentación del recurso de apelación éste último?

¿Qué efectos tiene la conciliación suscrita por las partes el 10 de agosto de 2015?

¿Hay lugar a exonerar al empleador de la imposición de las sanciones moratorias establecidas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T.?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. EFECTOS DE LA CONCILIACION EN MATERIA LABORAL.

Señala el artículo 19 del C.P.T. y de la S.S. que en materia laboral las partes podrán intentar la conciliación en cualquier tiempo, antes o después de presentarse la demanda.

En concordancia con ello, el artículo 53 de la Constitución Nacional, establece como principios mínimos fundamentales de los trabajadores, entre otros, la irrenunciabilidad de los beneficios mínimos establecidos en normas laborales y la facultad de transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles, entendidos como aquéllos cuyo fundamento fáctico presenta controversia y no hay prueba definitiva de su configuración.

Bajo ese panorama, si bien la conciliación en materia laboral es un negocio jurídico en el que el trabajador y el empleador a través de un acuerdo de voluntades pueden solucionar las controversias surgidas del contrato de trabajo, y en consecuencia tenga efectos de cosa juzgada, lo cierto es que cuando se trate de derechos ciertos e indiscutibles, la conciliación solo podrá tener esos efectos en la medida en que con ella no se desconozcan los derechos mínimos causados en la relación laboral; tal y como lo ha sostenido la Sala de Casación Laboral en sentencia SL-911 de 9 de febrero de 2010 radicación Nº 53.019, en la que señaló:
“Ahora, si bien es cierto la conciliación, en principio, se asemeja a una sentencia judicial con efectos de cosa juzgada y, por tanto, es inmutable, ello solo será así siempre y cuando su objeto y causa sean lícitos, no se desconozcan derechos mínimos, ciertos e indiscutibles del trabajador y, en general, no produzca lesión a la Constitución y ley.”.
2. DE LAS SANCIONES MORATORIAS

Ha sostenido de manera uniforme la Sala de Casación Laboral, que las sanciones moratorias que se generan por la falta de pago de los salarios, prestaciones sociales e (indemnizaciones en el sector oficial), no operan de manera automática, ya que en cada caso en concreto se debe adelantar un análisis del comportamiento que asumió el empleador moroso, para verificar si existen razones serias y atendibles que justifiquen su conducta y lo ubiquen en el terreno de la buena fe.

Dicha posición fue reiterada en las sentencias CSJ SL14651-2014 y SL 6119 de 26 de abril de 2017 radicación Nº 50514 ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, en la que recordó:

“Sólo como fruto de esa labor de exploración de tal comportamiento, le es dable al juez fulminar o no condena contra el empleador. Si tal análisis demuestra que éste tuvo razones serias y atendibles, que le generaron el convencimiento sincero y honesto de no deber, o que justifiquen su incumplimiento, el administrador de justicia lo exonerará de la carga moratoria, desde luego que la buena fe no puede merecer una sanción, en tanto que, como paradigma de la vida en sociedad, informa y guía el obrar de los hombres.

De suerte que la indemnización moratoria procede cuando, después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.”

Nótese que la Alta Magistratura ha entendido que el examen que debe realizar el operador jurídico respecto al comportamiento del empleador moroso, se circunscribe en determinar si hay razones que justifiquen su incumplimiento, con el fin de ubicar ese proceder en el terreno de la buena fe, es decir, en ningún momento propone un análisis para que se demuestre si hubo mala fe por parte del empleador, pues nótese como la Corte termina indicando que la indemnización procede cuando después del examen del material probatorio, el juez concluye que el empleador no estuvo asistido de buena fe.
EL CASO CONCRETO
Sostiene el apoderado judicial del señor Juan Darío Gil Gil que entre él y la señora Lucidia Castañeda Acevedo no existió un solo contrato de trabajo, sino que, como se advirtió en la demanda, entre las partes existieron dos contratos de trabajo entre el 1º de enero de 2010 y el 21 de diciembre de 2012 y posteriormente entre el 1º de agosto de 2013 y el 12 de julio de 2015.
Con ese fin entre otros, fueron convocados al proceso a rendir testimonio María Aleida Ruiz Ospina, Juan Diego Acevedo Castañeda, María Victoria Sinisterra Londoño, Eunice Castañeda de Molina y Kevin Alexander Flórez Castañeda, quienes manifestaron que, como amiga la primera y familiares el resto, tuvieron conocimiento que Lucidia Castañeda Acevedo prestó sus servicios en el establecimiento de comercio “La tasca mexicana” de propiedad del señor Juan Darío Gil Gil; que ella inició la prestación de sus servicios aproximadamente en el año 2007, pero que hubo un momento en el que decidió renunciar porque el compañero permanente de ese entonces estaba muy enfermo e igualmente porque decidió realizar otras labores; que más o menos al cabo de seis o siete meses, ella retornó a trabajar en “La tasca mexicana”, indicando que ese retorno se había producido en el año 2010 y que de ahí en adelante prestó sus servicios de manera continua hasta el año 2015, cuando decidió nuevamente renunciar.

De las anteriores declaraciones, se concluye que si bien entre las partes se presentaron dos contratos de trabajo como lo afirma el propio demandado Juan Darío Gil Gil, lo cierto es que no se presentaron entre las fechas señaladas en la contestación de la demanda, ni en la sustentación del recurso de apelación, sino que la primera de ellas se habría presentado entre el año 2007 y mediados del año 2009 y la última desde el 1º de enero de 2010 hasta el 12 de julio de 2015; conclusión esta que encuentra mayor soporte en el documento suscrito por el señor Juan Darío Gil Gil –fl.22-, quien en su calidad de propietario del establecimiento de comercio “La tasca mexicana” certificó el 5 de junio de 2015, que la señora Lucidia Castañeda se encontraba vinculada en esa entidad desde el 1º de enero de 2010, desempeñando el cargo de “Parrillera” y devengando un salario mensual de $644.350; siendo del caso señalar, que en la conciliación llevada a cabo el 10 de agosto de 2015 ante la Inspección del Trabajo y de la Seguridad Social de Pereira –fls.21, 90 y 105-, la señora María Helena Gil Muñoz, representante del empleador, manifestó que en efecto la reclamante había trabajado en “La tasca mexicana” durante aproximadamente 8 años, es decir, lo que expresaron los testigos en el presente ordinario laboral.
Es que si hubiere sido cierto que el contrato de trabajo iniciado el 1º de enero de 2010 había finalizado el 21 de diciembre de 2012, empezando una nueva relación laboral el 1º de agosto de 2013, esto es, un poco más de 7 meses después; muy seguramente el señor Juan Darío Gil Gil no habría certificado el 5 de junio de 2015, que su empleada estaba vinculada desde el 1º de enero de 2010; por lo que adecuada resultó la decisión adoptada por la a quo, al determinar que entre las partes existió un contrato de trabajo a término fijo entre el 1º de enero de 2010 y el 12 de julio de 2015.

Como el apoderado judicial de la parte actora no mostró inconformidad frente a la liquidación de las prestaciones sociales y vacaciones efectuada por el Juzgado de Conocimiento, no hay lugar a revisarlas en el curso de esta instancia, de conformidad con el principio de consonancia previsto en el artículo 66A del C.P.T. y de la S.S.
En cuanto a la controversia frente a los efectos de la conciliación suscrita entre las partes el 10 de agosto de 2015 ante la Inspección –fls.21, 90 y 105- del Trabajo y de la Seguridad Social de Pereira, es del caso señalar que la misma fue realizada sobre derechos ciertos e indiscutibles, como lo son el pago de las prestaciones sociales y vacaciones que se habían causado a favor de la señora Lucidia Castañeda Acevedo durante la vigencia del contrato de trabajo relacionado anteriormente, y teniendo en cuenta que, como lo definió la falladora de primer grado, existían saldos de derechos irrenunciables a favor de la trabajadora que no fueron debidamente liquidados, reconocidos y pagados en el acuerdo conciliatorio, no es posible dársele efectos de cosa juzgada como se explicó precedentemente.
Respecto a la imposición de las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y en el 65 del C.S.T., considera la Sala que el comportamiento del señor Juan Dario Gil Gil no puede ubicarse en el plano de la buena fe, pues si bien aceptó que la señora Lucidia Castañeda Acevedo estuvo vinculada con él mediante un contrato de índole laboral, lo que en principio podría generar certidumbre de que no era su intención menoscabar los derechos de su trabajadora, lo cierto es que el hecho de querer hacer creer que la relación laboral había finalizado el 21 de diciembre de 2012 y que había vuelto a empezar el 1º de agosto de 2013 tenía como fin desconocer los derechos laborales que se habían generado a favor de la señora Castañeda Acevedo. 

Adicionalmente, si bien la falladora de primera instancia decidió negar el trabajo en horario nocturno, así como el trabajo en dominicales y festivos aduciendo que no había prueba de ello, cuando en la contestación de la demanda el señor Juan Darío Gil Gil confesó que la señora Lucidia Castañeda Acevedo prestó sus servicios en un horario de trabajo de domingos a jueves de 4:00 pm a 10:30 pm y viernes y sábado de 4:00 pm a 11:00 pm, descansando un domingo cada quince días -decisión que no fue controvertida por la parte actora-, lo cierto es que evidente resulta que al no cancelarle el recargo nocturno y los dominicales y festivos, desconoció los derechos de su trabajadora, máxime cuando tampoco la afilió al sistema general de seguridad social.
Así las cosas, al no acreditar el señor Juan Darío Gil Gil razones atendibles que pusieran su comportamiento en el plano de la buena fe, necesario era la imposición de las sanciones moratorias, como en efecto lo hizo el Juzgado Segundo Laboral del Circuito; motivo por el que se confirmará en su integridad la sentencia proferida el 25 de septiembre de 2017.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley; 
RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta sede al señor JUAN DARÍO GIL GIL en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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